AL ___(nombre del organismo o autoridad al que va dirigido el escrito)__
Don/Doña___________________________________________________________________________, con domicilio en ________________________, calle ___________________________, nº _________, piso ___________, y D.N.I. nº _______________, ante usted comparezco y 

EXPONGO:

HECHOS:

Primero.- Con fecha __________________________________________ me fue entregada notificación en la que parece ser que se me reclama el pago de una deuda tributaria con la Diputación de Pontevedra. Y digo esto porque el texto de la notificación estaba redactado íntegramente en gallego.
Segundo.- Con fecha _____________________________ entregué ante la oficina del ORAL de _______________ un escrito en el que solicitaba EXPRESAMENTE que se me remitiese tal comunicación, así como todas las restantes que afectasen a este procedimiento en castellano, al amparo de la legislación y la jurisprudencia vigentes, que son muy claras al respecto, de tal manera que se entiende que el estado del procedimiento, así como el cómputo de plazos, han de retrotraerse a la fecha de notificación referida en el apartado anterior. 

Tercero.- Sorprendentemente, con fecha ______________________________ he recibido una segunda notificación, igualmente sólo en gallego en la que se da a entender que el procedimiento ha seguido su curso y hasta parece ser que se me penaliza económicamente por no haber actuado según lo requerido en la primera notificación, que carece de todo valor jurídico por estar redactada solamente en gallego y haberme acogido al DERECHO que me reconoce la legislación vigente para que el proceso sea tramitado al menos traducido al castellano. Es decir, la Administración responsable ha incurrido en al menos cuatro ilegalidades: la primera no haberme remitido la primera notificación al menos traducida al castellano cuando solicité tal cosa expresamente, la segunda no haber paralizado el procedimiento en tanto y en cuanto no hubiese recibido la notificación en castellano, con la consecuencia, al parecer, de perjuicios económicos para mi patrimonio y por último, volviendo a vulnerar mi derecho reconocido por la legislación vigente al remitirme una segunda comunicación exclusivamente en gallego, sin haber resuelto expresamente – en sentido negativo y de manera motivada – mi solicitud de que el procedimiento se reiniciase haciéndome llegar todas las comunicaciones y notificaciones en castellano.
FUNDAMENTOS DE DERECHO:
Primero.-  Que el Artículo 36.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (reformada por Ley 4/1999, de 13 de enero), Este precepto establece lo siguiente:

La Administración pública instructora deberá traducir al castellano los documentos, expedientes o partes de los mismos que deban surtir efecto fuera del territorio de la Comunidad Autónoma y los documentos dirigidos a los interesados que así lo soliciten expresamente. Si debieran surtir efectos en el territorio de una Comunidad Autónoma donde sea cooficial esa misma lengua distinta del castellano, no será precisa su traducción.

Teniendo en cuenta ciertos antecedentes, es conveniente aclarar que el artículo 36.3 “in fine” se refiere a que puede ocurrir que una determinada lengua cooficial con el castellano lo sea en más de una comunidad autónoma, como por ejemplo pudiera ser el catalán en los casos de Cataluña y Baleares. En ese caso, y como establece la Sentencia del Tribunal Constitucional 50/1999, previa a la entrada en vigor de la última reforma de la Ley 30/1992, no es necesario, DE OFICIO, la traducción de la documentación al castellano redactada en una de esas comunidades que vaya a surtir efecto en la otra; pero, naturalmente, ello no invalida lo establecido en la primera parte del artículo 36.3 en el sentido de que existe la obligación de traducir cualquier documento administrativo al castellano a solicitud expresa del interesado. Sólo desde una interpretación absurda y que denotaría una notable falta de capacidad para la interpretación de textos jurídicos, podría interpretarse en decaimiento de tal derecho por lo establecido al final del citado artículo 36.3. 
Segundo.-  Que el artículo 5 del Estatuto de Autonomía establece lo siguiente:

1. La lengua propia de Galicia es el gallego.

2. Los idiomas gallego y castellano son oficiales en Galicia y todos tienen el derecho de conocerlos y de usarlos.

3. Los poderes públicos de Galicia garantizarán el uso normal y oficial de los dos idiomas y potenciarán el empleo del gallego en todos los planos de la vida pública, cultural e informativa, y dispondrán de los medios necesarios para facilitar su conocimiento.

4. Nadie podrá ser discriminado por causa de la lengua.

Es decir, que la potenciación del uso de la lengua gallega no está en contradicción con el empleo del castellano y menos a petición del usuario de un servicio público. 

Tercero.-  Que la Ley 3/1983, de normalización lingüística de Galicia, de 15 de junio, establece lo siguiente:

Artículo 2. 

Los poderes públicos de Galicia garantizarán el uso normal del gallego y del castellano, lenguas oficiales de la comunidad autónoma. 

Artículo 3. 

Los poderes públicos de Galicia adoptarán las medidas oportunas para que nadie sea discriminado por razón de lengua. 

Los ciudadanos podrán dirigirse a los jueces y tribunales para obtener la protección judicial del derecho a emplear su lengua. 

Artículo 4. 

1. El gallego, como lengua propia de Galicia, es lengua oficial de las instituciones de la comunidad autónoma, de su administración, de la administración local y de las entidades publicas dependientes de la comunidad autónoma. 

2. También lo es el castellano como lengua oficial del Estado. 

Cuarto.- Que el artículo 2 del Estatuto Básico del Empleado Público (Ley /72007, de 12 de abril) incluye en su ámbito de aplicación (artículo 2.1) al personal laboral al servicio de los Organismos públicos, Agencias y demás Entidades de derecho público con personalidad jurídica propia, vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones públicas, y el artículo 54.11 de dicho Estatuto establece que los empelados públicos “garantizarán la atención al ciudadano en la lengua que lo solicite siempre que sea oficial en el territorio”, mientras que el artículo 53.4 dispone que “su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y libertades públicas, evitando toda actuación que pueda producir discriminación alguna por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo, orientación racial o convicciones, opinión discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Quinto.- Que como ciudadano el interesado no tiene obligación legal alguna de conocer el gallego – STC 84/1986 - y menos de conocerlo lo suficientemente para la correcta interpretación de textos escritos en un registro culto de tal lengua, si dicha información le es suministrada sólo en esta lengua se estarían vulnerando sus derechos y estaría siendo claramente discriminado por razón de lengua en su relación con los poderes públicos. Como se ha dicho, el hecho de que exista una normativa para favorecer el fomento y el uso del gallego, obligando a que toda la documentación sea redactada en esta lengua, en ningún modo puede servir de pretexto para que dicha documentación no pueda disponible en la otra lengua oficial, sobre todo si es a petición expresa del interesado. Sería absurdo pensar que, en un estado de derecho, estuviese prohibida la redacción de documentación oficial precisamente en una lengua oficial en el territorio en cuestión, sobre todo si se tiene en cuenta que non existe el deber por parte del administrado de conocer la lengua que se trata de fomentar o promocionar. Lo que no es aceptable es que la promoción de una lengua sirva como pretexto para restringir o vulnerar los derechos de los ciudadanos que prefieren emplear o recibir la información en otra lengua oficial, ya que supondría una declaración fraudulenta de oficialidad, ya que no corresponde a la administración elegir la lengua de relación, sino que, en una democracia, corresponde al administrado.
Sexto.- Que, a mayor abundamiento, el Decreto 124/2007, que regulaba el uso del gallego en el sistema educativo, en su artículo 2.3, y con referencia al presente asunto establece lo siguiente:

“Las actuaciones administrativas de régimen interno de los centros docentes, como actas, comunicados y anuncios, se redactarán, con carácter general, en gallego, excepto el referido a comunicaciones con otras comunidades autónomas y con los órganos de la administración del Estado radicado fuera de la comunidad autónoma, en las que se utilizará el castellano. Además de los procedimientos iniciados de oficio, también se redactarán en gallego los procedimientos tramitados a petición de los interesados, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 36.3º de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.”

Séptimo.- Que el Decreto 247/1995, que desarrollaba el uso del gallego en la enseñanza y que fue y derogado por el 124/2007, establecía lo siguiente en su artículo 1º:

1.– La Administración educativa de Galicia y los centros de enseñanza de ella utilizarán la lengua gallega y fomentarán  su uso tanto en sus relaciones mutuas e internas como en las que mantengan con las administraciones territoriales y locales gallegas y con las demás entidades públicas y privadas de Galicia.

2.– Los documentos administrativos de la Consejería de Educación y Ordenación Universitaria, de sus delegaciones y de los centros de enseñanza dependientes de ella se harán en gallego, y en ellos constará el nombre del centro y el topónimo del municipio o entidad de población en su forma oficial.

3.– Las actuaciones administrativas de régimen interno de los centros docentes, tales como actas, comunicados y anuncios, se redactarán en gallego. También se redactarán en gallego las actuaciones administrativas que se realicen a solicitud de persona interesada, salvo en los casos en que ésta pida que se hagan en castellano.

4.– La documentación que tenga que surtir efecto fuera de la Comunidad Autónoma se traducirá al castellano, según se establece en el artículo 36 de la Ley 30/1992, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.

Octavo.- Que a pesar de las cautelas que ya establecía el Decreto 247/1995 referentes a la obligación de emplear el castellano a solicitud de los ciudadanos en sus relaciones con los centros educativos, tal Decreto fue recurrido ante el Tribunal Superior de Justicia de Galicia (TSJG), que en sentencia 131-1996 declaró la nulidad de los párrafos 1, 2 y 3 del artículo 1º del citado Decreto por ser contrarios al ordenamiento jurídico. En el fundamento jurídico quinto de dicha sentencia puede leerse lo siguiente:

“El primer artículo impugnado es el 1º Puntos 1.2.3 en cuanto impone exclusivamente la lengua gal1ega en las relaciones mutuas e internas de las Administraciones Territoriales y Locales.

La inconstitucionalidad del precepto en relación con el artículo 14 de la Constitución resulta manifiesta al determinar una patente desigualdad frente al uso del idioma castellano que absolutamente se posterga en todas las relaciones, anuncios y comunicaciones con la única salvedad de las actuaciones que se realicen a solicitud de persona interesada y para el caso de que esta la pida. Ello también supone una vulneración de lo dispuesto en el artículo 5 del Estatuto de Autonomía de Galicia y art. 4.2 de Ley 3/1983, de 15 de Junio, de normalización lingüística, que en coherencia con el precepto constitucional citado vienen a establecer la cooficialidad de ambas lenguas en consideración a las dos comunidades lingüísticas.

Tales prescripciones no pueden encontrar fundamento en la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de Octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo pues aquellas actuaciones, de carácter meramente administrativo, quedan fuera del marco de la enseñanza que es precisamente lo que trata de regular el Decreto cuestionado. No existe, por tanto, razón para la inexistencia de la cooficialidad de los dos idiomas en lo concerniente a la propia administración cuyas bases de régimen jurídico compete al Estado a tenor del artículo 149.18ª de la Constitución. El propio artículo 5 del Estatuto de Autonomía de Galicia señala en su apartado 2 que "Los idiomas gallego y castellano son oficiales en Galicia y todos tienen el derecho de conocerlos y usarlos", añadiendo el 3 que "Los poderes públicos de Galicia garantizarán el uso normal y oficial de los dos idiomas".

En el mismo sentido el artículo 4. 1 de la Ley 3/1983, de 15-6, de normalización lingüística, prescribe que el castellano también es, con el gallego, lengua oficial de las instituciones de la Comunidad Autónoma. Y cuando su artículo 2 señala que los poderes públicos de Galicia, garantizarán el uso normal del gallego, añade también "del castellano", ambas lenguas oficiales de la Comunidad Autónoma.

La determinación, por tanto, de que solo sea, el idioma gallego el utilizado dentro de la Administración educativa supone una patente discriminación respecto al castellano, de modo que cualquier ciudadano español, fuere o no de Galicia, desconocedor del idioma gallego que no tiene el deber legal de conocer (S.T.C. nº 84/1986, de 26-6), quedaría absolutamente discriminado y en situación de inferioridad frente a todos los textos, comunicaciones, impresos y anuncios redactados en idioma gallego, que según el Decreto impugnado será el exclusivamente utilizado en todas las actuaciones de la administración educativa con la única limitada excepción señalada. Ello supondría una clara discriminación que proscribe también el art. 1.3 de la L.N.L.

Como se ha dicho, el Decreto en ese extremo ha extralimitado la materia a regular, y los propios argumentos de la contestación en ese punto se centran en la enseñanza que es precisamente a lo que no se refiere el artículo 1º. Es significativo que, siguiendo el principio de igualdad, el propio articulo 5 de la Ley de Normalización  determina ya la publicación en gallego y castellano de todas las Leyes, Decretos y demás resoluciones de la Administración Pública gallega.

Razones por las que procede decretar la nulidad de dicho artículo en sus apartados 1, 2 y 3.”

Noveno.-  La STS de 23 de marzo de 1996 dispone en su FJ sexto lo siguiente:

“Ahora bien, en relación con las comunicaciones individualizadas que el Colegio dirija a Don Gaspar y que afecten a su estatuto profesional como colegiado, hemos de tomar en cuenta lo prevenido por el artículo 8.1 de la Ley 7/1.983, de Normalización Lingüística en Cataluña, según el cual, en el ámbito territorial de Cataluña, cualquier ciudadano tiene derecho a relacionarse con la Generalidad, con la Administración Civil del Estado, con la Administración Local y con las demás Entidades Públicas en la lengua oficial que elija. El precepto va referido a los ciudadanos en general, mientras que Don Gaspar se integra en el Ilustre Colegio de Abogados de Barcelona en virtud de una relación de sujeción especial, esto es, como colegiado sometido a la reglamentación estatutaria del Colegio. Ahora bien, por aplicación del criterio expresado en el transcrito artículo 8.1 de la Ley de Normalización Lingüística en Cataluña, entendemos que, habiendo elegido Don Gaspar la lengua castellana para sus relaciones con el Colegio de Abogados a que pertenece, dicho Colegio debe remitirle en castellano las comunicaciones individualizadas que afecten a su estatuto profesional como colegiado.”
Y acaba sentenciando el TS:

“declaramos el derecho de Don Gaspar a que el Ilustre Colegio de Abogados de Barcelona le remita redactadas en castellano las comunicaciones individualizadas que afecten a su estatuto profesional como colegiado, además de las que por disposición del artículo 5.2 de los Estatutos del Colegio deben formularse en las dos lenguas (castellana y catalana), en el sentido en que ha quedado interpretado dicho precepto, desestimando el resto de las pretensiones de la demanda.”
Y eso que en este caso se trataba de una persona sometida a un régimen de sujeción especial según el TS, miembro de un Colegio Oficial y para ejercer una determinada profesión, no un ciudadano que puede elegir no serlo. Todos estamos obligados a ser ciudadanos y, naturalmente, a que se respeten los derechos que nos reconocen las leyes.
Décimo.-  Pero es que la reciente sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatuto de Cataluña, de 28 de junio de 2010, en su fundamento jurídico 23 va más lejos en estas garantías del derecho de los ciudadanos a que la Administración se relacione con ellos en castellano y dice lo siguiente:

“En relación con todo ello hemos de recordar que al pronunciarnos en el fundamento jurídico 14 sobre la constitucionalidad del art. 6.1 EAC afirmamos que la consideración de una de las dos lenguas oficiales en Cataluña como lengua de uso preferente del poder público, siquiera sea sólo del poder público autonómico, contradice una de las características constitucionalmente definidoras de la oficialidad lingüística, cual es, en palabras de la repetida STC 82/1986, que las lenguas oficiales constituyen “medio normal de comunicación en y entre [los poderes públicos] y en su relación con los sujetos privados, con plena validez y efectos jurídicos”. Toda lengua oficial es, por tanto —también allí donde comparte esa cualidad con otra lengua española—, lengua de uso normal por y ante el poder público. También, en consecuencia, lo es el castellano por y ante las Administraciones públicas catalanas, que, como el poder público estatal en Cataluña, no pueden tener preferencia por ninguna de las dos lenguas oficiales.

Sólo los particulares, en tanto que titulares del derecho de opción lingüística garantizado por el propio art. 33.1 EAC, pueden preferir una u otra de ambas lenguas en sus relaciones con el poder público radicado en Cataluña. Y hacerlo, además, en perfecta igualdad de condiciones por cuanto hace a las formalidades y requisitos de su ejercicio, lo que excluye que, como pudiera resultar de una interpretación literal del apartado 5 del art. 50 EAC, quienes prefieran que su lengua de comunicación con las Administraciones sea el castellano hayan de pedirlo expresamente. El precepto, sin embargo, es conforme con la Constitución ya que puede interpretarse en el sentido de que, en el marco de la política de fomento y difusión del catalán, las entidades públicas, instituciones y empresas a que el precepto se refiere, pueden utilizar la lengua catalana con normalidad, sin perjuicio de poder utilizar también con normalidad el castellano, en sus relaciones internas, en las relaciones entre ellas y en sus comunicaciones con los particulares, siempre que se arbitren los mecanismos pertinentes para que el derecho de los ciudadanos a recibir tales comunicaciones en castellano pueda hacerse efectivo sin formalidades ni condiciones que redunden para ellos en una carga u obligación que les constituya en la posición de sujeto activo en sus relaciones con la Administración pública.”

Undécimo.- Que del análisis de la normativa y de la jurisprudencia invocada, no cabe la menor duda que el interesado tiene derecho a que la documentación, comunicaciones referidas al procedimiento iniciado por la Diputación de Pontevedra le sean remitidos en castellano y, no pudiéndose admitir ignorancia (que sería inexcusable en todo caso), la negativa por parte de la Administración a reiniciar el procedimiento y llevarlo a cabo en castellano (o traducido al menos a esta lengua) sólo podría ser entendida desde una actuación basada en la mala fe, vulnerando a sabiendas los derechos que las leyes vigentes y la propia CE me reconocen, dejándome en indefensión e incurriendo en una conducta que podría ser incluso constitutiva de delito.
Por todo lo anterior,
S O L I C I T O:

Primero.- Que reinicie todo el procedimiento anulando todas las actuaciones practicadas hasta el día de la primera notificación recibida por mi persona, de manera que todo el procedimiento se retrotraiga a esa notificación y sea llevado a cabo en castellano o al menos traducido al castellano. Es decir, que se abstenga en continuar con el procedimiento en curso en tanto no sea notificada la iniciación del mismo al interesado en castellano. A este respecto pongo en su conocimiento que denunciaré ante las instancias competentes, exigiendo las responsabilidades a que hubiese lugar, sus actuaciones si continúa vulnerando de manera flagrante mis derechos, dejándome en indefensión y pudiendo incurrir incluso en un delito de prevaricación si lleva a cabo cualquier exacción fiscal por vía ejecutiva sin reiniciar el procedimiento respetando escrupulosamente mis derechos. Estoy dispuesto a cumplir con mis obligaciones fiscales, pero no estoy dispuesto a que la Administración no cumpla con su deber de respetar mis derechos legales y constitucionales y los vulnere de manera grosera y reiterada.
Segundo.- Que en su respuesta se atenga escrupulosamente a lo establecido en el al respecto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen jurídico de las administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Entre otras cosas que resuelva de manera expresa y en plazo mi solicitud, de manera motivada y dirimiendo todas las cuestiones por mí planteadas y evitando en todo momento dejarme en situación de indefensión.
__________________, a ___, de ____________, de 2010
